
Sentencia Definitiva N° 8 /2023

Canelones, 6 de marzo de 2023

VISTOS:

Para sentencia definitiva de primera instancia estos autos caratulados: "FERREIRA 

BRUÑE, ALEJANDRO ARIEL PRESUNTA COMISIÓN EN CALIDAD DE AUTOR DE 

UN DELITO CONTINUADO DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD, ESPECIALMENTE 

AGRAVADO, UN DELITO CONTINUADO DE ABUSO DE AUTORIDAD CONTRA LOS 

DETENIDOS Y UN DELITO CONTINUADO DE LESIONES GRAVES 

ESPECIALMENTE AGRAVADO Y ESTOS EN CONCURSO FUERA DE LA 

REITERACIÓN CON UN DELITO CONTINUADO DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD EN 

CALIDAD DE CO-AUTOR" I.U.E. 2-65903/2019, tramitados en relación a la persona 

que identifica la carátula y por los delitos allí indicados con la intervención de Fiscalía 

Especializada en Crímenes de Lesa Humanidad (turno único) actuando el Dr. Ricardo 

Fernando Perciballe (en su calidad de Fiscal Titular), Defensa del imputado Dra. 

Viviana Peña y Dra. Ana Flieller y por las víctimas Dr. Pablo Chargonia

RESULTANDO:

Actuaciones incorporadas al proceso

1) Por auto 1503/2022 de fecha 02/08/2022 el Juzgado Letrado de Primera 

Instancia de Canelones de 1er turno, dispuso la apertura a juicio oral, remitiéndose 

las actuaciones al similar de 4to Turno. Por resolución 1225/2022 de fecha 27/09/2022 el 

titular de 4to Turno solicitó la inhibición en el proceso por razones de decoro y 

delicadeza y el Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 3o turno por resolución 681/2022 

a fs. 73 al amparo de lo dispuesto por el art. 326.3 del C.G.P. resolvió hacer lugar a la 

solicitud de inhibición remitiendo las actuaciones al subrogante natural. Habiéndose 

recibido este proceso por el dicente por resolución 3712/2022 se asumió competencia 

con noticia personal de las partes y víctimas (fs.80).



No habiéndose formulado oposición en tiempo y forma por resolución 3836/2022 

del 15/11/2022 se convocó para audiencia de juicio oral en los términos del art. 270 y 

sigs. del C.P.P. (fs. 88 a 90).

2) Hechos alegados por Fiscalía en su acusación:

La misma atribuye la siguiente conducta en el marco del golpe de estado de 

carácter cívico militar que se produjo en el país el 27 de junio de 1973, se ¡legalizaron 

distintos partidos políticos, entre ellos el Partido Comunista del Uruguay, agrupaciones a 

las que pertenecerían las víctimas de este proceso. Consecuencia de la clandestinidad 

de dichas organizaciones se realizaron procedimientos de persecución a sus 

integrantes. En el interior del país dicha persecución se realizó con la participación de 

unidades militares, los servicios de inteligencia e investigaciones de cada lugar. En ese 

marco en el departamento de Canelones actuó la Dirección de Investigaciones de la 

Policía de Canelones.

Los procedimientos consistían en líneas generales en la detención generalmente 

en la noche, en forma violenta con incautación de bienes; y con el traslado de las 

personas ¡legítimamente privadas de su libertad al centro clandestino de detención 

denominado “Los Vagones”. Las detenciones duraron desde días a meses antes de ser 

sometidos a la justicia militar. Durante las detenciones los detenidos fueron sometidos a 

apremios físicos, tratos crueles inhumanos y degradantes entre ellos: encapuchamiento, 

maniatados con esposas o alambres, plantones, mala alimentación, limitación en el 

acceso al baño e higiene incomunicación, golpizas, submarinos, caballete, colgamiento 

y simulacro de ejecución. Durante los apremios relatados fueron sometidos a 

interrogatorios con el objetivo de que confesaran la pertenencia a las organizaciones 

prohibidas o consideradas clandestinas y para obtener información sobre otros 

integrantes de las mismas. Finalmente fueron sometidos a la justicia militar y muchos de 

ellos condenados.

En los operativos realizados participó el acusado Alejandro Ferrerira como Agente 

de Segunda Policial integrante de la Dirección de Investigaciones de Canelones, 

colaborando con sus superiores.

Fiscalía relata en su acusación diversos operativos, principalmente seis de fs. 5 a

14.



La parte acusadora califica los hechos referidos como configurativos de la autoría 

de un delito continuado de privación de libertad específicamente agravado y muy 

especialmente agravado, en reiteración real con un delito continuado de abuso de 

autoridad contra los detenidos y éste en concurso formal con un delito continuado de 

lesiones graves especialmente agravado todos ellos en concurrencia fuera de la 

reiteración con un delito continuado de privación de libertad en calidad e coautor (art. 54, 

56, 57, 58, 60, 61, 281, 282 inc. 1 num 1 y 4, e inc. 2, 286, 317 y 320 bis del Código 

Penal uruguayo.

Los referidos delitos presentan circunstancias alteratorias de la responsabilidad 

por haber sido cometido por funcionario público y superado la permanencia de 10 días 

en el caso de la privación de libertad art. 282 inc. 1. También se encuentra muy 

especialmente agravado por obedecer a móviles políticos o ideológicos art. 282 inc. 2 

del Código Penal.

Para el caso de las lesiones graves pretende computar como agravantes la 

calidad de funcionario público y de recaer la conducta sobre personas detenidas art. 320 

bis del Código Penal; así como la agravante genérica de alevosía art. 98 num. 1 del 

Código Penal.

Todos los delitos se encuentran genéricamente agravados por al continuidad art. 

58 del Código Penal y la pluriparticipación art. 59 inc. 3 del Código Penal.

Finalmente se pretende computar al atenuante de primariedad absoluta art. 46 

num. 13 del Código Penal. La parte acusadora solicita la aplicación de una pena de 9 

años y 4 meses de penitencaría.

3) Contestación de la Defensa

La Defensa sostiene que opuso al excepción de inconstitucionalidad de la ley 

18.831 solicitando la inaplicabilidad al caso concreto de ésta y de ley 18.026.

Sostiene que los hechos que se pretenden imputar en la acusación se encuentran 

regidos por la ley 15.848 del 22/12/86 sobre caducidad de la pretensión punitiva del 

estado. Dicha ley fue atacada por laley 18.831 que restablece la pretensión punitiva del 

estado declarando en el art. 3 que los delitos por ella comprendidos son delitos de lesa 

humanidad.

Planteada la excepción de inconstitucionalidad respecto de los art. 1, 2 y 3 de la 

ley 18.831 que otorga carácter retroactivo a la ley penal en contravención a lo dispuesto 



por el art. 10 inc. 2 de la Constitución. También la normativa impugnada atenta contra el 

principio constitucional de seguridad jurídica previsto en el art. 7 de la Carta Magna. La 

ley al transformar en delitos de lesa humanidad a los comprendidos en la ley de 

caducidad los torna en imprescriptibles. Se violenta un derecho adquirido a no ser 

juzgados por haber caducado la pretensión punitiva del estado. Asimismo, la ley se 

opone al art. 4, 79 inc. 2 y 82 de la Constitución que regula el ejercicio directo de la 

soberanía por el Cuerpo Electoral.

La Defensa opuso la excepción de prescripción de la acción penal en los términos 

del art. 117 del Código Penal respecto de los delitos de privación de libertad abuso de 

autoridad contra los detenidos y lesiones graves. En tal sentido señala que 

considerando la pena máxima prevista para los tres delitos dicha prescripción operó a 

los 10 años como preceptúa el art. 117 del Código Penal. A su juicio se atribuye al 

acusado delitos comunes y no delitos de lesa humanidad imprescriptibles. La defensa 

argumenta que no resulta aplicable el criterio jurisprudencial por el cual la prescripción 

no opera por imposibilidad de ejercer los derechos ya que mucho antes del año 2011 en 

que se promulga la ley 18.831 ya existían condenas a policías y militares por delitos 

cometidos en el período dictatorial. En otros términos no se configuró fuerza mayor o 

caso fortuito que impidiera u obstaculizara los proceso tendientes a hacer efectiva la 

responsabilidad penal como se pretende en este proceso.

La Defensa cuestiona que la Dirección de Investigaciones de Policía de 

Canelones haya participado de la persecución que sostiene la acusación fiscal; 

expresando que omite los hechos históricos que motivaron la intervención militar 

anteriores a 1973 entre los que destaca revuelta estudiantil y sindical, acción guerrillera 

y grupos de extrema derecha. Sostiene que la Dirección de Investigaciones en la que se 

desempeñaba el acusado tenía competencia policial en la investigación de delitos de 

hurtos, rapiñas, y homicidios entre otros.

4) Actos Procesales

En cumplimiento del referido auto de apertura ajuicio oral, se convocó para 

audiencia al amparo de lo dispuesto por el art. 269 del C.P.P., convocándose a Fiscalía, 

imputado y su Defensa, así como las Víctimas. También se citó a los testigos propuestos 

y aceptados como prueba.



Con fecha 08/12/2022 como luce en acta resumida de fs. 362 a 368 se celebró 

audiencia, formulando las partes alegatos de apertura, obteniéndose la declaración de 

los testigos citados para esa fecha. Las audiencias se celebraron los días 9,12,13,14 y 

15 de diciembre como luce de las actas resumidas de fs. 372 y sigs. Por razones 

justificadas se suspendió la audiencia señalada para el día 21/12/2022, efectuándose 

nuevo señalamiento para el día 9 de febrero 2023.

El día 9 de febrero de 2023 las partes efectuaron sus alegatos de cierre, 

teniéndose por finalizado el debate y convocando para el dictado de la presente 

Sentencia Definitiva (acta resumida de fs. 431).

5) La prueba de los hechos de presente pronunciamiento resulta de:

Declaraciones testimoniales, documental e informes periciales agregados en 

audiencia, video, que se analizarán infra.

CONSIDERANDO:

El Tribunal estimará la pretensión de condena formulada en autos por 

Fiscalía en su acusación, con el alcance y modificación que dirá, en virtud de los 

fundamentos tácticos y jurídicos que se expresan infra.

I- Lenguaje de la Sentencia, su Motivación y su Audiencia.

La sentencia es un discurso y el dictado de la sentencia es un acto de 

comunicación.

Cuando hablamos del lenguaje en la sentencia judicial, se busca que éste sea sencillo y 

fácil de comprender por los destinatarios de la decisión , para que éstos comprendan de 

la mejor manera posible, lo que se decide por el juez; su razonamiento, la complejidad 

del caso, y los medios por los que se llega a la decisión final. La comunicación que 

realiza quien decide el conflicto judicial, debe tratar de elaborar un texto de lectura fácil; 

cualidad que posibilita que el mismo sea comprendido por la sociedad en general.

La sentencia penal como resolución del conflicto que sustenta el proceso penal, 

debe revestir en general y más específicamente en el caso de delitos o crímenes 

internacionales, ciertas características que se explicitan.



Los hechos que motivan el presente proceso, han sido calificados por su 

naturaleza jurídica como delitos de lesa humanidad. Por lo tanto, esto implica 

discriminar o distinguir dichos delitos de los delitos comunes previstos en el 

ordenamiento jurídico interno.

Entre las especificidades de los delitos de lesa humanidad, como se señala en la 

presente fundamentación, se encuentran su carácter de imprescriptibles, la 

universalidad de la jurisdicción y, además ciertas especificidades respecto a los medios 

probatorios y la valoración de los mismos (el contexto de los delitos y la valoración de 

los indicios). Estos últimos, son aspectos que se desarrollarán especialmente.

El discurso de la presente sentencia, y en especial la fundamentación de la 

decisión que se adopta, se encuentra dirigida a una audiencia conformada por tres 

públicos. Por un lado, es un discurso técnico que debe ser analizado por los operadores 

jurídicos. Por otro lado, se dirige a las partes del proceso, y especialmente al acusado y 

las víctimas. Y finalmente, es un discurso que se dirige a la opinión pública, a la 

sociedad que tiene derecho a saber lo que ocurrió en el presente proceso.

Se ha expresado que el lenguaje con el que el Tribunal explícita su 

fundamentación, debe permitir una comprensión por aquellas personas que siendo 

destinatarias de la decisión no tienen necesariamente una formación jurídica. Por ello, a 

juicio del dicente simultáneamente a la explicación técnica, debe en un lenguaje lo más 

claro posible, permitir la comprensión del razonamiento del juez a las mismas.

La sociedad debe comprender la especialidad de este proceso penal en virtud de 

la naturaleza de los delitos objetos de la acusación y, núcleo de la teoría del caso 

sustentada por Fiscalía en el mismo. Así también, debe entender cual es el alcance de 

la postura del Tribunal para que el proceso penal sea precisamente el instrumento 

jurídico que garantiza los derechos humanos del acusado conjuntamente con los de las 

víctimas. En tal sentido por ejemplo, entre otros conceptos se destacará el alcance del 

principio de "debido proceso", estado de inocencia, imparcialidad e independencia del 

Tribunal, justicia paralela, etcétera. No debemos olvidar que la justicia de transición ha 

sido objeto de largos debates internacionales, desde el punto de vista jurídico.



Asimismo corresponde puntualizar en aras de una correcta inteligencia e 

interpretación de la fundamentación, que ésta comprende tanto las razones de la misma 

(ratio decidendi), como las consideraciones que realiza el Tribunal en forma transversal 

(Obiter Dicta). En el momento actual existe un creciente consenso en los especialistas 

sobre la necesidad de un conocimiento multidisciplinario. El jurista hoy no puede ser 

únicamente un especialista en derecho, debe tener claros conocimientos y conceptos de 

otras disciplinas para la correcta aplicación del derecho, pués, el conocimiento científico 

es patrimonio de la humanidad, que debe ser aplicado en beneficio de ésta, no solo por 

los especialistas de cada “parcela”. Esta afirmación no implica que estemos en el campo 

de la prueba pericial; ya que nos referimos al igual que las reglas de la experiencia, los 

conocimientos científicos divulgados, deben aplicarse.

En tal sentido, se ha expresado:"... es importante que los jueces del Siglo XXI — 

del Estado de derecho constitucional— dicten sentencias razonablemente justificadas, 

donde determinen los fundamentos valederos para otorgar o quitar el derecho a los 

sujetos que acceden al órgano jurisdiccional.

Si bien jurídicamente y en principio, el fallo es decisivo solamente para el proceso y las 

partes que intervienen en él y carece de relevancia más allá del mismo, pero esta 

actividad cognitiva-valorativa del decisor es una derivación moral para una sociedad 

democrática.

En palabras de ministro de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Ricardo 

Lorenzetti: “El juez en gran medida es un ingeniero. No solo la boca de la ley (...).

(...) el que sabe ponderar los conflictos, el que sabe medir el peso del principio en el 

caso concreto, el que sabe buscar la armonía, el que sabe buscar el equilibrio, el que 

sabe ser prudente, el que no crea más conflictos sino que busca la pacificación” (Los 

jueces del Siglo XXI deben dictar sentencias razonablemente fundadas Martín Rubén 

López).

En síntesis, resulta trascendental el dictado de sentencias razonadas y 

justificadas, con la finalidad de hacer efectivo el ejercicio de la tutela judicial, de 

salvaguardar los derechos de la sociedad y, de equilibrar los requerimientos de los 

justiciables. Es necesario que las resoluciones "no se divorcien" de la sociedad en las 

que están insertas y sean percibidas por sus destinatarios como útiles y justas.



II- Derechos Humanos y deberes. La dignidad humana.

Un punto de partida para tomar la decisión en este proceso lo constituye la 

consideración y análisis de los Derechos Humanos aplicables al mismo.

En materia de Derechos Humanos, la conciencia universal ha quedado plasmada 

en múltiples instrumentos internacionales; lo que demuestra que más allá de la 

diversidad cultural y de la propia historia de los distintos pueblos, hay un sustrato en 

común que debe ser defendido y garantizado en cada caso concreto.

La Defensa se realiza sometiendo la cuestión a la decisión de un Tribunal 

nacional o internacional. A titulo de ejemplo, podemos mencionar la Carta Africana sobre 

los Derechos Humanos y de los Pueblos (Carta de Banjul) que expresa: 

“Reconociendo, por un lado, que los derechos humanos fundamentales derivan de los 

atributos de los seres humanos, lo cual justifica su protección internacional, y, por otro 

lado, que la realidad y el respeto de los derechos de los pueblos deberían 

necesariamente garantizar los derechos humanos” (destacado personal).

Del referido reconocimiento efectuado por el instrumento citado, se desprende 

que la condición de ser humano justifica la protección internacional de los derechos 

humanos, constituye el origen y fundamento de los derechos humanos.

Hacemos referencia también aquí, a la dignidad humana como un valor 

fundamental. Un valor jurídico consagrado en el constitucionalismo de la posguerra 

durante el siglo XX; fruto de la sensibilidad por el ser humano.

El concepto de dignidad humana es considerado el núcleo axiológico o valor 

central del ordenamiento jurídico. Es innegable las dificultades que se advierten en 

cuanto a la conceptualización de dicho concepto. Sin embargo, atendiendo a su origen o 

significado etimológico, podemos decir que dignidad significa el valor supremo que no 

puede ser desplazado por otros valores. Es el hombre el referente axiológico central de 

todo el ordenamiento jurídico interno e internacional. Cómo corolario, los Derechos 

Humanos fundamentales son inherentes a la dignidad del ser humano y se fundan en 

ella; se originan en ella.



Su reconocimiento por las diversas normas constitucionales y por los tratados 

internacionales, permite afirmar sin lugar a dudas, que el mismo es un valor resistente 

al reconocimiento por parte de la normativa aludida. Cómo expresa el autor Francisco 

Fernández Sagado, los derechos inviolables de la persona son inherentes a su dignidad 

y se fundan en la misma y, así lo reconoce la Constitución Española. Refiere entonces, 

dicho autor, a la dignidad humana como valor último o principio nuclear. Es posible 

afirmar en consecuencia, que la legitimidad del ordenamiento jurídico nacional e 

internacional parte del reconocimiento de la dignidad de la persona humana y de los 

Derechos Humanos que le son inherentes; todo ello con total independencia del sistema 

social, cultura, económico, político, etcétera en el que esté inmerso el individuo.

Las dificultades apuntadas, no nos exime de considerar que la dignidad humana 

existe y es el punto de partida del Derecho. Más aún, algunos autores han considerado 

que dicha dignidad no es un concepto jurídico y, refiere a una apelación que hacemos a 

la esencia de la naturaleza humana. Sin ingresar aquí sobre las discusiones de las 

distintas teorías jurídicas y sobre el iusnaturalismo, el tribunal asume una postura que 

parte de una ontología a nuestro juicio incuestionable: la existencia del ser humano y su 

dignidad con total independencia del contexto en el que se encuentre y; desde ya 

dejamos sentado para esta sentencia, que la dignidad humana se aplica a todos los 

implicados en este proceso penal sea en calidad de víctimas, sea en calidad de 

acusado. En este último caso, más allá o no de la responsabilidad penal que pudiera 

eventualmente existir.

El autor Ruiz Giménez, considera que existen niveles o dimensiones de la 

dignidad humana, comprendiendo éste los aspectos espirituales, los aspectos 

ontológicos propiamente dichos, la dimensión ética y la dimensión social de todo ser 

humano. Esta dignidad no sólo es inherente al ser humano sino que es exclusiva de 

éste. Las proyecciones de este concepto tienen un alcance general extenso, permitiendo 

incluso, en lo que aquí se discute, expresar qué la dignidad entraña la prohibición de 

hacer del hombre un objeto de acción estatal. Cómo se puede ver, el concepto 

brevemente reseñado , implica una clara proyección en cuanto a la limitación en la 

actuación del Estado o sus agentes en materia de investigación de cualquier hecho o 

circunstancia.



La precedente conceptualización en palabras de Hernández Gil “nos pone de 

relieve que la persona es un Prius (del latín: antes, primero; que denota prioridad o 

preferencia), respecto de toda ordenación jurídica, existe en cuanto tal y por lo mismo 

los derechos le son inherentes y constituyen el fundamento de toda comunidad 

humana".

Se enfatiza entonces, que primero se encuentra el ser humano y además, resulta 

sumamente importante sentar como punto de partida, que más allá de ser un principio 

jurídico, la dignidad humana debe permanecer inalterada cualquiera sea la situación en 

que la persona se encuentre por tratarse de un “mínimum invulnerable”.

El concepto en examen tiene un carácter legitimador del orden social y político y, 

en lo que aquí nos interesa directamente, legitimador del ordenamiento jurídico. Es así, 

que no puede estar legitimado un orden jurídico que no permita el juzgamiento y la 

eventual efectivización de la responsabilidad penal, escudándose en principios jurídicos 

que son insuficientes para resolver con justicia la violación flagrante de los Derechos 

Humanos.

También es un concepto hermenéutico, que permite o tiene una función cómo 

pauta interpretativa de las normas, todo ello sin perjuicio de su carácter dinámico o de 

su función de promover de este núcleo nuevos Derechos Humanos (Fernández Segado. 

“La dignidad de la persona como valor supremo del ordenamiento jurídico”).

La dignidad humana es fuente directa y principal de los Derechos Humanos, y de 

todos los derechos. Por lo tanto, como mínimo invulnerable se aplica incluso a cualquier 

persona que haya actuado indignamente, debiendo respetarse su dignidad. La 

precedente afirmación no implica sostener que esos derechos son derechos ilimitados o 

que pueden incluso ejercerse abusivamente. La dignidad es un límite. Límite para el 

ejercicio abusivo de los derechos y para el ejercicio del poder, tanto en la esfera 

individual, grupal, estatal así como en la propia esfera de la comunidad internacional. 

En suma, es aplicable tanto a los poderes públicos nacionales cómo internacionales, así 

como en el ámbito privado a los grupos o individuos.



Sin embargo, todo ser humano además de tener derechos que derivan de su 

condición de tal o de humano, tiene deberes de carácter universal; deberes que se 

aplican claramente en materia de delitos de lesa humanidad. El artículo 32 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, establece expresamente: “Toda 

persona tiene deberes para con ...la humanidad”.

Es posible recordar por su elocuencia, al autor William Daros, en su obra "La 

Invisibilización de los Deberes". En la misma sostiene:

"Los deberes humanos universales, en efecto, no surgen porque alguien inventa una 

Declaración en una instancia pública o política. Se estima que esos deberes pertenecen 

a todos los hombres en cuanto comparten la condición humana de especie, deberes 

aplicables (universalizables), por lo tanto, a todos sin excepción de personas. Mas cabe 

preguntarse: ¿Por qué causa la temática del deber ha quedado casi invisibilizada en 

esta cultura? ..." Agrega el autos que es posible sostiene y probar históricamente, las 

causas culturales de dicha invisibilidad.

Sostener la existencia de deberes humanos universales resulta de relevancia 

práctica a la hora de valorar la conducta de las personas que han participado como 

agentes en tratos inhumanos, crueles y degradantes contra otro ser humano. Significa 

sostener que esos agentes, no pueden escudarse en una supuesta ignorancia de que su 

conducta era ilegítima. No puede sostenerse la ignorancia que la misma configuraba un 

delito conforme a la costumbre del derecho internacional. La ¡legitimidad manifiesta de 

las conductas y, la evidencia de la existencia de deberes humanos frente a otros seres 

humanos, debe proyectarse a la consideración de la solución que se pregone sobre la 

tipicidad de los delitos de lesa humanidad. También en el tópico referido a la 

imposibilidad de aplicar la obediencia debida como justificación de la conducta.

Este sentenciante sostiene que la dignidad humana origina derechos y deberes y, 

el Derecho Internacional Consuetudinario considera ilegítimas las conductas antes 

referidas tipificándolas como delitos internacionales. Ergo no es posible afirmar, que se 

desconocía la criminalidad de la conducta, por no existir un tipo penal en la legislación 

interna. La conducta era delito en el Derecho Internacional y no se pretende aplicar 

retroactivamente ilicitud alguna.



III - Lesa Humanidad.

En materia de delitos de lesa humanidad debemos partir de la existencia de 

principios esenciales que sustentan la convivencia social sobre la plena vigencia de los 

Derechos Humanos.

Cuando se habla de crímenes, se refiere precisamente a los delitos de máxima 

gravedad a los que se enfrenta la humanidad . Las acciones que configuran dichos 

crímenes, son aquellas acciones que se consideran más repudiadles para la humanidad.

El Estado tiene el deber de juzgar y eventualmente castigar los crímenes 

internacionales tipificados como tales en el Derecho Internacional. Así mismo, existe un 

principio de complementariedad, consagrado en el artículo 17 del estatuto de la Corte 

Penal Internacional, conforme al cual es competencia primaria de los Estados el 

juzgamiento de estos delitos, y la jurisdicción de la Corte Penal Internacional, ocurre en 

forma complementaria y subsidiaria frente a los impedimentos de hecho o jurídicos por 

parte de los Estados.

El principio de Jurisdicción Universal no es novedoso en el ámbito del derecho 

nacional ,ya que el artículo décimo numeral 7 del Código Penal, establece la posibilidad 

de aplicación de la ley nacional a los delitos cometidos en el extranjero, Así mismo el 

artículo 32 de la ley 17016 y el artículo 29 de la ley 17060 son antecedentes legislativos 

¡legales sobre la aplicación de dicha jurisdicción. Por otra parte, nuestro país tiene 

asumido compromisos internacionales, como por ejemplo la Convención Interamericana 

para prevenir y sancionar la tortura ley 16,294;La Convención Interamericana sobre 

desaparición forzada de personas ley 16724.

En materia de estos delitos el papel relevante de las víctimas es incuestionable 

como lo reconoce los instrumentos internacionales y la propia jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Justicia; es por ello, el papel relevante que tienen durante el 

desarrollo del proceso lo que se encuentra expresamente consagrado en el actual 

Código de Proceso Penal. Además de un papel activo durante el desarrollo del proceso 

tienen los derechos fundamentales a conocer la verdad y paradero eventualmente de 

sus familiares y de obtener una reparación por haber sufrido el accionar ilegítimo del 

estado y sus agentes.



En los crímenes de lesa humanidad, y tal como lo prevé el artículo 7 del estatuto 

de Roma, se cometen como parte de un ataque generalizado y sistemático contra la 

población civil y con conocimiento de dicho , una serie de actos atroces. Había de 

ejemplo: asesinato, exterminio, tortura, violación, prostitución, esterilización forzada, 

persecución de un grupo por razones políticas, raciales, religiosas, entre otras. 

Obviamente, desapariciones forzadas y otros actos inhumanos.

En materia de tortura, como una modalidad de estos la Convención contra 

Tortura y otros Tratos o Penas Crueles Inhumanos o Degradantes ley 15798, y la 

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura ley 16294,obligan al 

Estado uruguayo, a perseguir penalmente los actos de tortura cometidos contra 

personas privadas de libertad, que se encuentran en custodia y sobre las que se aplican 

actos como la supresión de la inteligencia o de su voluntad.

La Corte Penal Internacional requiere de la cooperación plena por parte de los 

Estados para juzgar las aberrantes conductas descritas en el estatuto de la misma. En 

tal sentido, los esfuerzos de los Estados deben ser auténticos para evitar la impunidad y 

como se ha resaltado expresamente, el criterio compartido a la luz de la naturaleza de 

los crímenes internacionales deben buscarse mecanismos futuros para que la 

discrecionalidad y la opinabilidad o variabilidad política circunstancia, impida la falta de 

cooperación aludida. Todos los desarrollos expresados pueden verse con mayor 

extensión en la obra de Oscar López Goldaracena. Cooperación con la Corte Penal 

Internacional. (Fundación de cultura Universitaria 2008 PP 23-57).

Cabe puntualizar, que luego de la evolución operada a partir del tribunal de 

Ruanda, se elimina la necesidad de un conflicto armado y el significado de la palabra 

“ataque" debe desvincularse de su sentido bélico pudiendo ser cometido en tiempos de 

paz.

Conforme el estatuto de Roma el sujeto activo puede ser tanto el estado como 

una organización que promueva dichos ataques contra la población civil; debe existir 

una intencionalidad y conocimiento de la actuación practicada en el marco del ataque 

generalizado o sistemático (Pérez Otermin. Introducción a la Corte Penal Internacional. 

AMF. 2002, pp. 80-83)



En los crímenes de lesa humanidad es necesario la existencia de un contexto 

habiéndo adquirido dicho elemento internacional un estatuto especial para su 

configuración, el art. 7 del Estatuto de la Corte Penal Intencional reclama el carácter 

generalizado y sistemático haciendo hincapié que el primero tendría una naturaleza más 

cuantitativa refiriéndose a la escala o número de víctimas afectados por dichos delitos y 

en lo referente al concepto de sistemático el enfoque es cualitativo refiriéndose a una 

planificación metodológica sin que ambos elementos deban presentarse en forma 

conjunta ya que el “ataque” puede ser generalizado o sistemático.

Nuestra jurisprudencia en tal sentido ha expresado, en la sentencia interlocutoria N.° 

704/2015 del Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 3er turno, que el delito de tortura 

se aplica cuando la conducta sea “parte de un ataque generalizado o sistemático 

contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque".

Si aplicamos en el caso concreto la nota de sistemático podemos ver que se 

presentó conforme a las pruebas diligenciadas y las inferencias que permiten extraer de 

la siguiente forma:

a) buscando en sus domicilios a las personas sospechosas de pertenecer a 

organizaciones clandestinas en sus domiclios.

b) Procediendo a la detención de las mismas generalmente en horas de la noche y con 

un ingreso violento al lugar en que se encontraban.

c) Efectuar al detención con capuchas para impedir la identificación inicial del lugar al 

que eran trasladadados los detenidos, así como la limitación de los movimientos físicos 

con esposas o ataduras.

d) Buscar en general mantener oculto el lugar de detención por el mayor plazo posible, 

e) Practicar interrogatorios encapuchados en forma grupal por parte de los agentes 

interrogantes y simultáneamente aplicar apremios físicos y psicológicos para doblegar la 

voluntad del interrogado y obtener la información buscada.

f) Reiterar los interrogatorios y apremios físicos y psíquicos hasta obtener un deterioro 

del detenido en su físico y su voluntad.

g) Someter al detenido a la Justicia Militar previa simulación de una declaración 

espontánea con un acta firmada en presencia de testigos y un proceso posterior sin las 

garantías constitucionales.



Por su parte dentro de los elementos de los crímenes de lesa humanidad se 

destaca el elemento político tanto en la planificación, como en la vinculación con el 

poder político y por el tipo de delitos que se pretendían imputar. Se requiere asimismo 

un conocimiento de la existencia de un ataque con las características indicadas y de 

formar parte de éste, es decir, que su acción o acto era parte del ataque sistemático 

generalizado o colectivo. Es importante aquí destacar que no se requiere un 

conocimiento detallado del plan. Esto descarta el argumento de la Defensa y las 

expresiones del acusado cuando refieren al grado que ostentaba dentro de la institución 

y lo ¡lógico que podría ser pensar que formaba parte de un plan nacional.

IV- Aspectos filosóficos.

Los aspectos filosóficos están siempre presentes en el derecho y todo jurista los 

asume con mayor o menor conciencia. El cambio de paradigma que se propone tiene 

entre otras fundamentaciones la filosófica, y la ética que de ella deriva. Proponemos 

aquí un esquema filosófico que sirve de sustento para otorgar el dinamismo necesario a 

la jurisprudencia nacional.

En el ámbito de los Derechos Humanos y especialmente en los delitos 

internacionales, los valores de la comunidad internacional son de vital importancia e 

imprimen una dinámica constructiva permanente. Desde el punto de vista de la 

Antropología Jurídica, se ha señalado que una de las dimensiones del hombre es la 

dimensión simbólica; por lo tanto, se considera al Derecho como un “artefacto o 

constructor” que se va generando en el marco histórico. En el universo simbólico del 

hombre, todo es artefacto (Supiot. Homo Juridicus. Siglo XXI. Argentina. 2007.p.13).

Los aspectos señalados, nos hacen tener presente a la hora de interpretar los 

tipos penales trascendentales, que se nutren de los delitos internacionales (como en el 

caso de la Tortura), la Teoría Tridimensional del Derecho.

Miguel Reale desarrolla la teoría tridimensional del derecho conjugando la 

perspectiva sociológica del hecho, la perspectiva filosófica del valor y la perspectiva de 

la norma en el ámbito de la dogmática jurídica; que se encuentran en permanente 

interrelación e interdependencia. En otros términos, explica el derecho desde el punto 

de vista táctico (los hechos), axiológico (valores) o normativo (normas). Para el autor y 



filósofo, el Derecho es “una integración normativa de hechos según valores”(Teoría 

Tridimensional del Derecho. Madrid. Ed. Tecnos. p. 98).

Significa entender que el derecho no es sólo norma, como quería Kelsen, no es 

sólo hecho como opinan los marxistas o los economistas del Derecho, porque Derecho 

no es sólo economía. El Derecho no es tampoco principalmente valor, porque el 

Derecho al mismo tiempo es norma, es hecho y es valor (op.cit. p.120).

Como lo explica Carlos Eduardo Saltor en su artículo crítico, “Cualquier 

explicación del fenómeno jurídico que se realice resaltando uno de sus elementos, u 

obviando alguno de ellos, constituirá para Reale una explicación insuficiente, reducida y 

mutilada" (Consultado en: https://es.scribd.com, agosto 2015).

No refiere exclusivamente los tres elementos, además, los integra dialécticamente 

en forma complementaria, conformando un todo por los mismos. La nota de 

complementariedad brinda dinámica al Derecho. La norma parte de los hechos y, su 

rumbo o dirección está determinado por un valor concreto. Sostiene por último un 

historicismo axiológico, y expresa que los valores que rigen la vida humana no son 

abstractos e independientes del hombre y su sociedad; son el fruto de la historia y las 

transformaciones socioculturales (Saltor. op.cit.p,7). Esta consideración nos parece 

plenamente aplicable a los derechos humanos y a los delitos internacionales que tratan 

de garantizarlos, partiendo de la dignidad humana.

Tanto para los positivistas como para los neopositivistas, el estatuto científico del 

derecho y su correspondiente interpretación y aplicación, atiende de modo 

unidimensional a los conceptos, categorías y definiciones de una dogmática lógico 

jurídica, descartando las otras dimensiones del fenómeno jurídico, entendidas como 

constitutivas del mismo.

En cambio para Reale, las relaciones entre hecho, valor y norma son relaciones 

dialécticas entre términos contrarios pero no contradictorios. Dichos términos conservan 

su identidad e independencia, no obstante lo cual, no pueden entenderse aisladamente 

en el fenómeno jurídico, pues están siempre sujetos a relaciones recíprocas y 

complementarias, luego también problemáticas y tensionales.

https://es.scribd.com


A nuestro juicio los principales aportes de esta teoría, son los siguientes: 

a) la descripción tridimensional constitutiva del derecho a partir de los elementos norma, 

hecho y valor;

b) la explicación dinámica del fenómeno jurídico a partir de la dialéctica de 

complementariedad entre los elementos que lo componen;

c) la persona como valor fuente de todo el sistema filosófico tridimensional del derecho 

a través de la ¡dea del personalismo axiológico;

d) la integración del historicismo axiológico en el fenómeno jurídico, a partir de la 

concepción histórico culturalista del autor;

e) la aceptación de valores invariables en el tiempo, a los que denomina invariables 

axiológicas.

En la práctica, puede ocurrir un cambio en uno de los tres elementos del derecho, 

cambiando por ejemplo los valores y, en consecuencia, cambia la interpretación de la 

norma y cambia en el Derecho como un todo complejo. Un segundo ejemplo de 

aplicación, puede cambiar el derecho cuando cambian los hechos. Así, un cambio en la 

tecnología de construcción de edificios, puede tener un efecto en materia contractual 

(v.g.cuando los edificios tienen estructuras metálicas, o de cemento armado, las paredes 

internas son removidas como si fuesen tapias y no afectan la estructura del edificio). Se 

explica de esta forma la dinámica de los fenómenos jurídicos, un cambio interpretativo 

sin necesidad de un cambio legislativo, por reflejo de los cambios operados en uno de 

los elementos que integran el todo.

Reale realiza su fundamentación partiendo del “deber ser” de Hans Kelsen pero 

no se limita a la normatividad puramente lógica de éste, propone un deber ser vinculado 

a los valores, a la ¡dea de fin por medio de la Filosofía. El “ser” se gobierna por la 

causalidad, por relaciones constantes y, no tiene consciencia del fin; por su parte, el 

“deber ser” es siempre imperativo. La norma respetada realiza un valor y cuando no es 

seguida o es desobedecida, niega dicho valor. Tal sería el caso, de la violación del 

derecho internacional consuetudinario que viola el valor dignidad humana.

En la consideración del Derecho, no es posible exclusivamente referirse a la 

validez formal, ni a la eficacia, es necesario además, agregar la validez ética. En otros 

términos se integran los tres elementos: hechos-valores-nomas, es decir, validez social 



o eficacia, validez ética o fundamento y validez jurídica o vigencia, respectivamente 

(Reale, Miguel. Fundamentos do Direito.p. 315).

El hecho, el valor y la norma, siempre están relacionados y correlacionados en la 

vida jurídica, correlación funcional y dialéctica. Esto explica el motivo por el cual una 

misma norma con el tiempo adquiere diversa significación por la doctrina y 

jurisprudencia.

Debe existir una correspondencia por un lado, entre la realidad social en general 

(económica, política, cultural, etc) y, por otro, los modelos legalmente establecidos; pero 

esto no es suficiente. La reducción de la interpretación a la explicitación de los 

significados del acto legislativo, estaba en correspondencia con los estándares del siglo 

XIX y sus condicionantes históricas. Sin embargo, no es posible sostener la 

inmutabilidad e intagibilidad del sistema jurídico. Por ello, partiendo de la jurisprudencia 

de los intereses, se llega a la jurisprudencia de los valores. La misma articula una 

estructura de los conceptos de vigencia, eficacia y fundamento, evitando la 

interpretaciones sectorizadas o parciales que toman en consideración exclusivamente 

alguno de los tres pilares aludidos. La comprensión global y unitaria de los problemas y 

fenómenos jurídicos, se realiza integrando las tres perspectivas. Las tres son inherentes 

a las formas diversas de experiencia jurídica y por ello, tienen un nexo que las vincula y 

estructura.

La vida del ser humano se desarrolla en una estrecha relación con valores (v.g. 

Vida, Salud, Verdad, justicia, etc) y por ello, es una vida cultural, con mayor o menor 

consciencia de los valores específicos que estima. Sin lugar a dudas, el Derecho es un 

fenómeno socio-cultural, un instrumento y artefacto cultural y; como la cultura desarrolla 

sus propios valores, el Derecho debería reflejarlos. Por lo expresado y asumido, existe 

una estrecha relación entre las referidas dimensiones, relación de alimentación y 

retroalimentación.

Asimismo, se ha dicho con razón, que todo fenómeno jurídico “es a la vez de 

alguna manera un fenómeno económico, sanitario, científico, artístico, religioso, etc.”; 

por lo tanto, constituye un fenómeno cultural “que expresa una concepción del mundo y 

también influye en ella” (Ciuro Caldani. Bases Jusfilosóficas del Derecho de la Cultura”,



FU, Rosario.1993, p.ll). Por lo tanto, la dimensión valorativa del Derecho es a nuestro 

juicio incuestionable y debe influir en la esfera de aplicación del mismo (no 

exclusivamente en su elaboración legislativa).

Para los positivistas, los valores se encuentran en el Derecho y son tomados en 

consideración para su construcción por el legislador, pero no deberían permitir apartarse 

de la normativa. Si sostenemos que tienen una orientación en su aplicación al caso 

concreto, estamos otorgando un mayor margen de libertad al operador y especialmente 

al magistrado para adecuar el caso a la norma y a los valores que la rigen; sin que ello 

implique arbitrariedad ya que el juez debe motivar su decisión. Los fines del Hombre en 

su conducta y los fines del Derecho deben ser tomados en consideración a los efectos 

de interpretar y aplicar este último.

El orden moral y el Derecho, se complementan en la orientación del 

comportamiento humano, de allí la importancia de la Axiología Jurídica. Pero, en lo que 

nos interesa, cristaliza de tal forma que provoca el “surgimiento de exigencias 

normativas jurídicas". Se genera una interrelación que está presente en el "acto 

decisorio del juez” (Bittar, Eduardo. Curso de Filosofía do Direito. Atlas. San 

Pablo.2015, p. 593).

Como afirma Bittar, “las fuerzas históricas son un imperativo para la condición 

humana” y la misma, desde su punto de vista, es un "trama” de condiciones en la que 

dialécticamente el hombre crea y recrea sus destinos. Por ello, sostiene que la 

“experiencia jurídica” es una experiencia “histórico-cultural"; inmersa en la dinámica de 

los hechos, los valores y las normas (Curso de Filosofía do Direito. p.624-625). De allí 

su Teoría Tridimensional del Derecho. El tiempo histórico es el ámbito en el que los 

valores son expresados o, en otros términos, “Os valores se manifiestam ñas coisas 

valiosas e se revelam na experiencia, através da historia” (citado por Bittar, op.cit.p.626). 

Siguiendo su razonamiento, desde el siglo XIX la dogmática del Derecho pugnó entre la 

norma (positivismo) y la dimensión táctica, agregando el autor una nueva dimensión. Es 

la ¡dea primordial de que los valores operan inevitablemente en la definición del 

Derecho y, la premisa es clara: solo los hombres son capaces de valores, lo que no 

surgen necesariamente de las practicas virtuosas . Los valores pertenecen a la esfera 



del “deber ser” y no del ser como los objetos naturales o ¡deas. Los objetos culturales 

son una síntesis dialéctica en la relación con la esfera del ser ( Op. Cit..p.629).

Siendo importante los valores para el derecho y para la aplicación jurisprudencial 

del mismo, hablaremos del valor del ser humano.

En un momento histórico en el que la cuestión de la valoración es una dimensión 

de significativa relevancia en los debates ambientales y sobre la ética ambiental, 

debates con una dimensión global (Gudynas . Derechos de la Naturaleza Bs.As.2015 

.p.ll); como por ejemplo los valores de la biodiversidad, los valores culturales de los 

pueblos originarios, de las especies amenazadas, etcétera; nos preguntamos sobre el 

valor del ser humano y su protección jurídica. Si bien se ha criticado la postura 

antropocéntrica que controla y manipula el medio ambiente y, que colocan al ser 

humano en el punto de partida de cualquier valoración; entendemos que la valoración 

del ser humano es central para el Derecho Internacional y Nacional, especialmente su 

dignidad. Tal concepto es el gozne o pilar sobre el que se edifica todo el ordenamiento 

jurídico global.

Resulta de recibo la postura que considera a los elementos bióticos y abióticos, 

no como objetos que son valorados externamente por el ser humano. La valoración 

extrínseca de plantas, animales, etcétera, implicaría desconocer el valor que poseen en 

sí mismos. Pero, cuando hablamos de la dignidad humana estamos precisamente 

hablando del valor intrínseco que es esencial, constitutivo, consustancial al ser humano 

y de allí su trascendencia. Ello no excluye el valor intrínseco de la naturaleza en su 

conjunto y de sus elementos aisladamente considerados.

Respecto del concepto de dignidad humana se ha incurrido habitualmente en una 

confusión de términos. Por un lado el “respeto” a la dignidad y por otro, el concepto 

mismo de dignidad. El respeto incluye tres elementos por parte de quien debe cumplir 

con el deber correspondiente: una actitud, una conducta y un objeto. Los individuos 

realizan conductas que expresan una actitud determinada y ambas, la actitud y la 

conducta, se dirigen hacia un objeto. Precisamente el objeto de los comportamientos y 

actitudes es la “dignidad”. Estamos obligados a tomar conciencia de la dignidad del ser 

humano y precisamente por ello, debemos asumir actitudes y comportamientos que 



demuestren la dignidad del mismo. Lo que corresponde según esta conceptualización, 

es reprochar al individuo las actitudes, conductas o comportamientos debidos que violan 

el respeto a la dignidad humana; ya que la dignidad permanecería intacta. (Pérez 

Triviño. Le relevancia de la dignidad humana. DOXA. 2007.). Como se expresa en esta 

sentencia hay un deber humano fundamental, el deber de respetar la dignidad humana.

Todos los hombres y mujeres son ¡guales en dignidad y todos, sin excepción, se 

encuentran obligados a respetar la dignidad de los demás pero muy especialmente, lo 

está el Estado y sus agentes. De allí la importancia de este valor en el ámbito de la 

tortura, ya que la misma atenta directa y francamente contra ésta. Tal es la importancia 

de la dignidad humana que la misma aparece en las Constituciones de Estados que 

pertenecen a diversas culturas y profesan concepciones distintas de la vida. Lo cual es 

confirmado por los diversos instrumentos jurídicos internacionales que son elaborados y 

aceptados por dichas culturas y Estados. Esto implica que estamos frente a un valor 

universal que impregna el derecho internacional e interno global. Nuestra Constitución 

en sus artículos 72 y 332, da pleno sustento a lo expresado supra. Estamos frente a una 

dimensión “inherente a la persona humana".

V - Marco jurídico internacional. Su interpretación y aplicación:

Es necesario partir de una premisa inicial, los Estados tienen conforme al 

Derecho Internacional convencional, así como el consuetudinario (costumbre) la 

obligación de juzgar y castigar en el ámbito de su jurisdicción penal nacional, a los 

eventuales autores de crímenes o delios internacionales por configurar graves 

violaciones a los derechos humanos. El presente proceso es la aplicación de la 

obligación de juzgar.

Para cumplir con la obligación internacional aludida, en principio los estados 

deben tipificar en su legislación penal nacional ilícitos penales que comprendan las 

conductas que el derecho penal internacional considera ¡legítimas (Sentencia de la 

Corte Interamenricana de Derechos Humanos del 30/05/1999 caso Castillos y otros 

c/Perú). Los tipos penales nacionales deben cumplir con el mínimo que establece dicho 

orden jurídico, pudiendo ser más gravosas pero no menos.




